Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE (Bango).- Habiendo número está abierta la sesión. 
(Es la hora 15) 


-En el día de hoy la Comisión tiene el placer de recibir al sociólogo Luis Eduardo Morás, 
Director del Instituto de Sociología Jurídica de la Facultad de Derecho, y al doctor Luis Pedernera, 
Secretario Ejecutivo del Comité de Derechos del Niño en Uruguay, a quienes mucho agradecemos su 
pronta respuesta a nuestra invitación. 


Esta Comisión fue creada por la Asamblea General y tiene por objeto discutir la cuestión de 
seguridad y la de los menores de edad en conflicto con la ley penal. Particularmente tenemos el 
mandato de elaborar un informe con sugerencias legislativas que puedan emerger de la discusión. 
Esperemos que la mayoría de ellas sea por consenso. Nuestra intención al convocarlos es contar con 
la perspectiva de las instituciones que ustedes representan. 


Cedemos la palabra a nuestros invitados. 


SEÑOR PEDERNERA.- Gracias a la Presidencia y a la Comisión por la invitación a participar en esta 
jornada. 


Yo represento a una coalición de organizaciones sociales que desde el año 1991 hace el 
monitoreo de la aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño. Como ustedes saben, 
quinquenalmente, nuestro país tiene que presentar informes oficiales sobre los avances en la 
aplicación de la Convención y nosotros hacemos nuestra parte aportando un informe que va adjunto al 
que presenta el Estado uruguayo. 


Aclaro que no venimos aquí a defender la impunidad de los adolescentes por los actos que 
realizan y que aparecen descritos en la ley penal como infracciones. Venimos a plantear una postura 
que consideramos importante para el fortalecimiento de la democracia y el estado de derecho, que 
parte de que todos somos responsables de nuestros actos, también los niños y los adolescentes. 
Producto de algunas acciones que resultan descritas en la ley penal como delitos, los adolescentes son 
responsabilizados y sometidos a un proceso de ejecución de sanciones. 


Voy a dividir mi exposición en tres ejes. El primero es aclarar que, desde que aparece la 
Convención sobre los Derechos del Niño, a nivel mundial se comienza a hablar de sistemas de 
responsabilidad penal juvenil. Ello ha llevado a la elaboración de leyes específicas de responsabilidad 
penal juvenil o adolescente o, como es el caso de nuestro país, de códigos con una tendencia a 
universalizar las temáticas pero que en algunos apartados o capítulos tratan específicamente lo que 
tiene relación con las infracciones a la ley penal, el proceso y las sanciones respectivas. 


A partir de la Convención, los sistemas de respuesta penal tienen características especiales, 
en el entendido de que estamos frente a una persona con determinadas cualidades; la fundamental es 
que se encuentra conformando su personalidad y, por lo tanto, decimos que se encuentra en 
desarrollo. 


Hay dos elementos más que contienen los estándares que plantea la Convención en su 
artículo 40. Uno es que, siempre que sea aconsejable, se evite la judicialización y el último es que la 
privación de libertad sea una pena excepcional y por el menor tiempo posible. ¿Por qué? Porque a 
nivel internacional se reconoce que el sistema penal produce un daño en el adolescente, 
particularmente porque se encuentra en esa etapa de conformación de la personalidad. 


Tomando en cuenta estos ejes y llegando al terreno de las preocupaciones que nos traen a la 
Comisión, nosotros observamos que hay una tendencia inquietante a hacer caer los buenos 
estándares que alcanzamos en nuestro país en el año 2004 con la aprobación del Código de la Niñez y 
la Adolescencia. Hay una amplificación mediática del problema de la inseguridad, señalando a los 
menores de dieciocho años como los causantes de la ola de inseguridad, aunque según nuestros 
estudios y los de las organizaciones que integran nuestra coalición, las cifras tienden a permanecer en 


los mismos guarismos desde la década del noventa. Según datos del Poder Judicial los delitos 
cometidos por adolescentes infractores constituyen el 5.9% del total de delitos que se cometen en el 
país. Nosotros tenemos un Código relativamente nuevo -apenas tiene seis años- si lo comparamos con 
el proceso de reforma del Código de 1934, que demoró setenta años. Seis años después de la entrada 
en vigencia de este Código notamos con preocupación cierto funcionamiento del sistema que nos 
parece que puede ser corregido en aras de trabajar sobre la responsabilidad de los adolescentes que 
cometen actos descritos por la ley como delitos. 


Nos preocupa particularmente la actuación policial. ¿Por qué? Porque desde la década de 
los noventa la Policía detiene anualmente, según sus registros, alrededor de veinte mil menores de 
dieciocho años en todo el país. Y estos datos nos preocupan porque esos guarismos de detenciones 
no se corresponden con actos que exijan una intervención tal cual lo plantea el artículo 15 de la 
Constitución de la República, es decir, en casos de "(...) infraganti delito o habiendo semiplena prueba 
de él (...)". De la información que brinda el Ministerio del Interior se desprende que muchas de las 
actuaciones policiales exceden las categorías que la ley establece como causales de detención, por 
haber cometido una infracción a la ley penal. Se capturan niños fugados, pero figuran como detenidos 
por la Policía. Entre los datos del Ministerio del Interior aparece una franja que califica como de delitos 
sexuales, en la que se consideran edades de cero a diez años. ¡Qué precocidad la de un niño menor a 
diez años para cometer delitos sexuales! 


A su vez, hay otras categorías, como la de los niños denominados "mal entretenidos", que 
son los que están en Bulevar España y la rambla haciendo malabares, que son capturados sin haber 
cometido delito, y que forman parte de la bolsa general de detenciones. 


Lo preocupante es que estos datos aparecen ante la opinión pública como cantidad de 
delitos, ya que todo forma parte de la misma bolsa y no se discrimina frente a qué situaciones nos 
encontramos. Esto dice mucho más sobre una actuación policial que no se corrigió, en una perspectiva 
de derechos ciudadanos -artículo 15 de la Constitución-, y que necesita ser corregida. 


Lo que hemos visto es que desde la operativa policial se genera un discurso en cuanto a que 
la culpa está en el INAU y en la ley. Desde que se aprobó el Código de la Niñez y la Adolescencia 
decían a los vecinos: "Nosotros no podemos actuar; a los niños solo podemos tenerlos dos horas y 
luego deben pasar a un control médico". Esa lógica fue operando; hace poco tiempo hubo una reforma, 
la ley de procedimientos policiales, que de alguna forma afectó los buenos estándares que tenía el 
Código de la Niñez y la Adolescencia en materia de detención policial. Se sostiene: "La culpa es de la 
ley que nos ata las manos", "La culpa es del INAU que los deja ir" o "La culpa es de la Justicia que no 
es fuerte". 


Voy a referirme al funcionamiento judicial. Queda claro que la privación de libertad sigue 
siendo la reina de las penas en el terreno de infracciones a la ley penal juvenil. En períodos en los que 
la privación de libertad desciende en su utilización por parte de los operadores judiciales, las sanciones 
alternativas apenas logran equiparar las privativas de libertad. Estamos en un sistema que Uruguay se 
comprometió a respetar y a internalizar en su Derecho y en sus prácticas institucionales, en el que la 
regla es la no privación de libertad y la excepción para ciertos delitos, los más graves, es la privación 
de libertad. Aquí sigue operando la cuestión de que la excepción se convierte en la regla. 


Con relación a la Justicia, creo que la agenda futura tiene que rever seriamente la forma de 
regulación del proceso de adolescentes infractores. Este proceso está regulado por el CGP, norma no 
idónea para tratar los temas de la libertad. El Código General del Proceso es la ley que regula el 
sistema procesal en materia de adolescentes infractores, pero es una norma pensada para otro tipo de 
conflictos jurídicos, para otro tipo de intervenciones jurídicas. En la perspectiva de avanzar en la mejora 
de nuestro sistema judicial habría que repensar seriamente el tratamiento del proceso judicial a través 
de un mecanismo más idóneo, en el que la libertad sea el eje sobre el que se dirimen los tiempos y las 
sanciones. Por otra parte, si bien el uso de antecedentes está vedado en nuestra legislación, a la hora 
del funcionamiento concreto de los sistemas judiciales el antecedente se emplea. El observatorio 
judicial del Movimiento Volpe, que desde 2004 realiza estudios sobre la aplicación del Código de la 
Niñez y la Adolescencia, constató que es probable que el 82,5% de los adolescentes que llegan al 
sistema de justicia con antecedentes sean privados de libertad cautelarmente. Si el adolescente llega 
sin antecedentes la privación de libertad baja al 50%. Es decir que, por un lado, tenemos vedada la 
posibilidad de usar los antecedentes pero, por otro, en el sistema se utilizan para hacer más gravosa la 
sanción. 


En cuanto al INAU, desde 1991 realizamos el monitoreo de los centros de detención de niños 
y de adolescentes y en estos casi 20 años hemos constatado que las condiciones de detención tienen 
serios déficits en cuanto al respeto de los derechos humanos. Sigue predominando el esquema de 
intervención de los viejos sistemas tutelares; por eso se habla mediante eufemismos. Seguimos 
llamando "hogares" a cárceles. Yo les planteo que busquen las diferencias entre un centro de 
detención de la Colonia Berro y uno del Penal de Libertad o el COMCAR. Las diferencias son mínimas: 
son cárceles. Sin embargo, seguimos llamándolos hogares. El eufemismo nos evita la discusión sobre 
la pena. En doctrina penal la teoría de la pena es una discusión de por sí, pero la operativa en el 
terreno de la infancia y la adolescencia, al no utilizar conceptos de la doctrina y la dogmática penal, nos 
evita la discusión sobre los efectos. 


Como decía, la privación de libertad sigue siendo ejecutada con serios déficit; voy a 
mencionar tres de ellos. No hay planes socioeducativos. El Código de la Niñez y la Adolescencia del 
Uruguay mandata a que la privación de libertad se ejecute bajo una medida que tiene dos 
componentes: lo social y lo educativo. Sin embargo, estos componentes están ausentes en 
prácticamente todos los casos; solo en casos puntuales existe proyecto educativo, en la mayoría no lo 
hay. Entonces, ¿con qué nos encontramos? Con adolescentes que están 20 o más horas encerrados. 
Hace un mes estuvimos en el SER y constatamos que había adolescentes que pasaban 24 horas 
encerrados. Por último, queremos advertir que se medica más para que puedan soportar la 
cotidianeidad de un encierro de más de 20 horas que para atender una patología psiquiátrica. 


La interna del SEMEJI del INAU sigue siendo hiperfragmentada, compartimentada; no hay 
reuniones de técnicos y en la lógica de funcionamiento los técnicos están separados del instructor, que 
es el que está en cotidianamente en contacto con el adolescente. Así no se puede funcionar; el 
cotidiano tiene que estar mínimamente planificado. 


Según datos oficiales del INAU a enero de 2009, la privación de libertad rondaba los 
US$ 2.300; un privado de libertad cuesta mensualmente US$ 2.300. Entre el 40% y el 60% de ese 
monto se destina a remuneraciones personales. La pena no privativa de libertad -libertad asistida, 
libertad vigilada o trabajo comunitario- le cuesta a una ONG US$ 350. La ONG que trabaja bien 
planifica, busca reinsertar al adolescente en actividades educativas o sociolaborales y desarrolla una 
propuesta personalizada de acción para aplicar mientras deba cumplirse la pena determinada por la 
Justicia. 


¿Qué ocurre en una y otra sanción, mirado esto en términos de costo-beneficio? En cuanto a 
privación de libertad, de acuerdo con los estándares y datos internacionales, la reincidencia oscila 
entre el 60% y el 70%. En cambio, la reincidencia en sanciones no privativas de libertad está entre el 
12% y el 30%. 


SEÑOR ORRICO.- ¿Esa cifra es nacional? 


SEÑOR PEDERNERA.- No; en Uruguay todavía no se ha cuantificado este aspecto. Yo estuve 
haciendo averiguaciones con las organizaciones que llevan adelante estos estudios y se me informó 
que el Movimiento Volpe este año hará uno que tomará como parámetro la reincidencia. Hay estudios 
esporádicos, pero no tienen patrones como para ser medidos con seriedad científica. A nivel 
internacional se toman como ejemplo países como Canadá o España, que han desarrollado propuestas 
en este sentido que han sido estudiadas con criterios de mediana seriedad; en estos casos, los niveles 
de reincidencia son los que mencioné. 


Según apreciaciones generales de los operadores del sistema, nosotros no estamos muy 
lejos de esas cifras, pero necesitamos estudiarlas, ponerlas sobre la mesa, porque nos permitirán 
planificar la política pública en este sentido. 


Aclaro que en España el porcentaje de reincidencia es del 12% y en Canadá, del 20%; en 
Estados Unidos alcanza el 30%. 


Entonces, considerando la relación costo-beneficio, me pregunto qué es más beneficioso. Si 
hoy uno va a la Colonia Berro sale con la impresión de que eso es una olla a presión; si yo voy salgo 


preocupado, porque a partir de allí no se reintegra -ni ningún otro "re" que se quiera usar- ningún 
adolescente. 


Antes de terminar quiero referirme al Instituto de Rehabilitación, que es otro de los temas que 
está sobre la mesa de la Comisión. Nosotros no cerramos la puerta a la discusión de un Instituto de 
Rehabilitación, pero cambiaríamos la denominación, que ya se ha empleado; el INTERJ era el Instituto 
Técnico de Rehabilitación Juvenil. Preferimos que se recurra a otros conceptos, aunque esta 
observación ya es de fineza teórica. 


Estamos dispuestos a cooperar en lo que sea necesario y cuando se nos quiera convocar 
para discutir los contenidos de un Instituto de Rehabilitación, pero poco sabemos al respecto. Creemos 
que no puede tratarse de un cambio de fichas, que de una institucionalidad se pase a otra, 
manteniéndose la estructura incólume; el cambio tiene que ser radical con respecto a lo que tenemos, 
porque en eso va también la formación de los operadores que están en contacto con los adolescentes. 


Finalmente, vuelvo sobre el tema de los antecedentes. En este sentido, la Observación 
General N*10 del Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas habilita la posibilidad de usar 
los antecedentes, pero quiero llamar la atención sobre el hecho de que las Observaciones Generales 
de este Comité se hacen para los ciento y pico países de Naciones Unidas, cuyas realidades son muy 
diversas. Esta Observación fija la edad mínima de responsabilidad penal en los 12 años y dice que 
esto se hace tendiendo a elevarla, porque hay países como China que tienen sistemas de 
responsabilidad establecidos para los 7 y 9 años. Entonces, hay una matriz que establece una línea 
media hacia arriba. Entonces, estamos preocupados porque en Uruguay esa matriz se está queriendo 
bajar. Aquí tenemos un buen estándar; consideramos que los antecedentes, llegada la adultez, no 
deben utilizarse. Hay países en que el criterio de la reincidencia se usa para establecer penas 
perpetuas, y el Comité dice que hay que fijar una media donde se use pero solo para determinados 
delitos, porque la perpetua se usa en ocasión de la reincidencia y no por la gravedad del delito. 


Termino con un caso que me tocó vivir en un Juzgado de adolescentes, al que llamé "el caso 
Benítez". Como en esta Comisión se habla de la teoría y de las cuestiones prácticas, quiero cerrar con 
este caso. Carlos era un adolescente de quince años que había caído por cometer un arrebato, le 
había robado a la vecina las bolsas del supermercado. Cuando el Juez le preguntó: "¿Por qué 
robaste?, contestó: "Robé porque tenía hambre, quería comer". Carlos, cuando iba a firmar su 
declaración, nos miró y nos preguntó: "Benítez es con la b de las dos pancitas?". Tenía quince años y 
apenas había terminado segundo año de escuela. Pero lo peor es que Carlos iba a ser papá del hijo de 
una madre adolescente de doce años. En el caso de Carlos están ejemplificadas muchas de las 
condiciones de los adolescentes que llegan al sistema de Justicia penal en nuestro país. Es 
emblemático porque en su proceso de socialización ha habido muchas ausencias que lo terminaron 
haciendo vulnerable para el sistema penal. 


SEÑOR MORÁS.- En los veinticuatro años que hace que estoy vinculado al tema, ya sea como 
educador de jóvenes en conflicto con la ley, como Subdirector de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto del INAME o como académico en los últimos años, este es el máximo honor que he 
tenido. Espero poder aportar algo a esta Comisión. 


Voy a referirme a tres temas. El primero tiene que ver con el preocupante problema de los 
datos y los diagnósticos; el segundo, con el problema de las instituciones de reforma de menores y, por 
último -a veces, cuando se habla de menores, los menores son los últimos- voy a hablar del problema 
de los menores. 


Con respecto al primer punto, en las últimas semanas desde diversas fuentes se han 
manejado muchísimos datos y se ha trasmitido la idea de que los diagnósticos ya están. Yo creo que si 
hay algo en esta materia que no está, son justamente los diagnósticos. Pero además se trasmite una 
segunda idea que es muy preocupante y creo que puede llegar a ser muy peligrosa, y es que los libros 
y los expertos no aportan soluciones. Más aun: se dice que los libros y los expertos son un obstáculo a 
las soluciones, que se oponen a ellas. Creo que esa es una dinámica social que puede llegar a ser 
bastante peligrosa, porque si los expertos y los libros no aportan las soluciones, y eso la sociedad lo 
empieza a creer y a asumir, ¿quién va a determinar el contenido, el diseño, la dirección de las políticas 
de seguridad ciudadana? ¿Las corporaciones? ¿La opinión pública? ¿Lo determinará el miedo de las 
víctimas, que ya es algo perceptible? ¿Esa va a ser la dirección de las políticas de seguridad 


ciudadana del futuro? Me queda esa gran duda. No hay oposición, creo yo, entre los intelectuales y las 
urgencias de la realidad. Al contrario, creo que justamente los intelectuales debemos aportar las 
grandes líneas hacia el futuro. 


Creo también que, asociada a este conjunto de ideas, aparece una idea también grave y es 
que el cuidado de las víctimas exige el maltrato de los ofensores. Si uno mira en los medios de 
comunicación las declaraciones de los distintos actores políticos, parece que la venganza es la única 
forma de reparar a las víctimas, y que cuanto más grande es el castigo, más se repara el dolor. Es un 
grueso error, porque se trata de una inversión en la sensibilidad civilizatoria. 


En lo que tiene que ver con los datos, iba a traer una cantidad pero creo que van a marear 
más. Simplemente voy a señalar qué pasa con los datos, y no lo voy a decir por una exquisitez 
sociológica sino porque realmente son fundamentales. No se puede elaborar una política económica, 
de empleo, de salud sin estadísticas sanitarias, de PBI, de inflación, etcétera, sin esos números que 
están legitimados, que básicamente la sociedad comparte y no se ponen en cuestión cuando se 
definen las políticas económicas, de empleo o en otros campos. ¡Qué paradoja que en el principal 
problema que tiene la sociedad uruguaya -la seguridad se ha transformado en el principal problema de 
la sociedad uruguaya- los datos no aparezcan y los diagnósticos sean muy débiles! 


Con relación a los datos, hay tres problemas -lo digo brevemente, aun a riesgo de cometer 
algún error-: la validez, la confiabilidad y la falta de sistematicidad. Para demostrarlo voy a poner un 
ejemplo. El Observatorio Nacional sobre Violencia y Criminalidad recoge estadísticas de denuncias 
policiales, hurtos, rapiñas, homicidios, lesiones, etcétera. Si miramos lo que tiene que ver con los 
hurtos, uno diría que el indicador es válido, porque el hurto efectivamente mide un daño contra la 
propiedad, hay un interés instrumental de hacerse de un objeto que tiene un valor de venta en el 
mercado. Cuando uno ve el indicador "hurto", sabe de qué está hablando. Sin embargo, ese dato es 
válido pero no confiable, porque la gente muchas veces no denuncia los hurtos. Se puede llegar a dar 
la paradoja de que a medida que aumenta la eficiencia policial aparecen más hurtos. Pero si la Policía 
trabaja cada vez mejor, ¿por qué hay cada vez más hurtos? Porque la población tiene confianza en la 
Policía, piensa que va a recuperar lo robado, y por lo tanto denuncia más. 


El otro ejemplo, que creo que es muy claro, tiene que ver con los homicidios. En un país 
como Uruguay, la medición del homicidio en muy confiable. Promedialmente hay 200 homicidios por 
año y eso es así desde hace por lo menos veinte años. Podrá ocurrir que algún suicidio, luego de una 
investigación, se transforme en homicidio, pero se tratará de algún caso aislado. A diferencia de otros 
países de América Latina donde es difícil hasta contabilizar los homicidios, en Uruguay el indicador es 
muy confiable. ¿Es válido? Ahí entramos en otro tipo de problema. ¿Qué queremos decir cuando 
hablamos de homicidio? Eso da lugar a toda una serie de reflexiones porque la opinión pública, 
alimentada muchas veces por los medios de comunicación, cree que el homicidio se produce a través 
de la rapiña, pero el factor fundamental de los homicidios se da en el hogar. Entonces, con el homicidio 
no estamos midiendo la violencia delictiva instrumental sino otra cosa, que es una violencia relacional. 
Me parece que este tema es muy importante -porque obviamente un homicidio es algo que alarma a la 
opinión pública con toda razón-, es muy manejado por los medios de comunicación y luego se 
transforma en propuestas parlamentarias. Pongo como ejemplo del tipo de manejo que admite la mala 
interpretación de los datos, un matutino de los tantos que podría haber mencionado. El 22 de 
noviembre, un matutino de circulación nacional hizo una cobertura en la página 3 -a toda página- sobre 
el tema de la seguridad ciudadana. Allí hay un recuadro donde se aclara que hasta el momento hay 
once comerciantes y ocho rapiñeros muertos. El mismo matutino, al otro día, 23 de noviembre, a partir 
de la Comisión bicameral que analiza la violencia doméstica, hace un informe, también muy completo, 
y señala que fueron treinta y tres las mujeres que murieron asesinadas por parejas o ex parejas en lo 
que va del 2010. ¿Cómo se titula la nota del 23 de noviembre? "Luego del rapiñero, lo más peligroso es 
un familiar". Hablamos de once víctimas de rapiñas y de treinta y tres mujeres muertas. Quizás se trate 
de un editor que titula sin leer lo que los periodistas dicen en su propio diario, pero esto sería 
inadmisible en una página económica: un 11% de inflación no es más que un 33% de inflación, pero es 
posible cuando se trata de temas policiales. 


No creo que exista una conspiración política -no tengo los elementos para confirmarlo-, ni 
tampoco una intencionalidad, pero se me puede conceder que, por lo menos, hay un muy bajo 
profesionalismo cuando se tratan estos temas. 


Se ha señalado que los menores participan en un 40% de las rapiñas, información que 
corresponde al Ministerio del Interior. Quiero señalar enfáticamente que no conozco a nadie en el 
ámbito académico, de las organizaciones no gubernamentales ni en organismos internacionales que 
reafirme la idea de que estamos en presencia de un auge delictivo de los menores, porque todas estas 
instituciones toman como fuente de datos las estadísticas sistemáticas -de 2000 a 2009- del Poder 
Judicial, la única fuente que puede aportar datos en una sociedad democrática que tenga un sistema 
de separación de Poderes. El que define qué es un delito es el Poder Judicial. Se podrá hablar de los 
procesamientos, de las detenciones, de las denuncias, pero el que define si se cometió efectivamente 
un delito es el Poder Judicial, y si se toman las estadísticas del Poder Judicial no existe tal auge. 


Por supuesto, se le podría conceder el beneficio de la duda a los datos presentados por el 
Ministerio del Interior, pero ese incremento o ese porcentaje del 40% señalado por el Ministerio del 
Interior a octubre de 2010, ¿representa un incremento con respecto a 2009 o 2008? ¿Hay una ruptura 
en la tendencia? No lo sabemos, porque no son sistemáticos, y este es el tercer elemento que señalé 
al principio: validez, confiabilidad y sistematicidad de los datos, serie prácticamente inexistente en este 
terreno. 


El segundo eje que quiero señalar tiene que ver con la institucionalidad. En veinte años 
hemos tenido cuatro cambios de nombre para la institución que se encarga de los menores infractores. 
Recuerdo a la Comisión que hubo una División "Rehabilitación" que venía del viejo Consejo del Niño, 
que fue sustituido por el Establecimiento de Alta Contención, que luego se transformó en el INTERJ, 
Instituto Técnico de Rehabilitación Juvenil, y ahora tenemos el Sistema de Ejecución de Medidas a 
Jóvenes Infractores. A veces los nombres algo dicen, pero este caso es interesante porque desaparece 
la idea de instituto técnico y de rehabilitación. Es un sistema que ejecuta medidas a jóvenes infractores; 
capaz que haciéndose eco del espíritu de la época, desaparece la idea de que los jóvenes pueden ser 
rehabilitados. Quiero aclarar que este concepto no es nuevo; no tiene veinte años sino mucho más 
tiempo, y lo expreso a través de una frase que se estilaba en 1954 y sintetiza muy bien qué ocurre con 
las instituciones de reforma: "Los reformatorios son deformatorios". 


¿Qué dice la teoría? Podría decir muchas cosas desde el punto de vista teórico: que los 
centros de reclusión terminan siendo un problema adulto, que no resuelven los problemas que 
pretenden, que generan otro tipo de problemas aun más graves, pero no voy a utilizar la teoría sino a 
remitirme a las versiones taquigráficas de esta misma Comisión. 


Cuando compareció el Instituto Nacional del Menor se informó que hay setecientos menores 
en conflicto con la Justicia, que trescientos ochenta tienen medidas no privativas y que trescientos 
treinta están con medidas privativas de libertad. El Instituto Nacional del Menor también indicó que 
existen seiscientos setenta y cinco funcionarios encargados de esos menores, a lo que se sumarán 
ochenta vacantes, logística, locomoción, sumarios, liquidación de sueldos, etcétera, es decir, mucho 
más funcionarios. También se informó que hay ONG que se dedican a ciertas tareas, lo que suma 
personal. Obviamente, los centros de reclusión tienen guardia perimetral, que no se computan en los 
seiscientos setenta y cinco funcionarios -seguimos sumando, y el Instituto Nacional del Menor también 
nos dice, muy documentadamente, que los funcionarios tienen problemas de estrés laboral, falta de 
capacitación para una tarea que, sin duda, es muy compleja, que hay episodios de corrupción y 
derechos adquiridos. Justamente, una de las limitaciones para ir hacia el nuevo modelo institucional 
son aquellos funcionarios que entraron al Instituto Nacional del Menor y que no pueden ser trasladados 
compulsivamente. Todo es muy atendible y muy cierto, pero ¿dónde están los menores? ¿Los menores 
pueden ser responsabilizados por los problemas adultos que genera una institución? 


En 1998, como Subdirector de Planeamiento y Presupuesto del INAME me dediqué a 
analizar las resoluciones del Directorio. Para mi asombro, el 80% de las resoluciones eran sobre 
mayores, sobre problemas adultos, lo cual nos hacía bromear de que trabajábamos en el "Instituto 
Nacional del Mayor" no del "Menor". Hay muchos adultos, casi dos para atender a cada menor en 
conflicto con la Justicia, y muchos problemas generados por adultos. 


A su vez, el Ministerio del Interior en su comparecencia a esta Comisión dijo algo con lo que 
estoy absolutamente de acuerdo y creo que también generó consenso en esta Comisión. El Ministerio 
del Interior habla de las fugas en los centros de reclusión, de las drogas, de ese paradigma donde 
predomina el más violento -quien sea más violento, más rapiñas, más homicidios tenga encima, es el 
que predomina-, de que no hay separación de problemáticas ni gradualidad. El señor Ministro del 
Interior culmina diciendo que así no hay rehabilitación posible. Entonces, ¿cuál es la responsabilidad 


de los menores? ¿Se los puede responsabilizar? Se fugan y reinciden. Las condiciones humanitarias 
existentes en los centros de reclusión, con veintitrés horas de encierro, haciendo sus necesidades 
fisiológicas en una bolsa que tiran por la ventana al patio donde saldrán una hora a convivir con los 
excrementos que tiraron, ¿no crean las condiciones para una fuga? Me pregunto quién no se fugaría 
de una institución así. 


Ahora, ¿la responsabilidad es del menor o de quien tiene la llave de la puerta, o que cierra la 
puerta y deja la ventana abierta? Creo que hay que responsabilizar a los menores por lo que les 
corresponde, pero si hay algo claro es que los incorregibles son los adultos responsables de gestionar 
duramente más de un siglo -luego explicaré por qué- instituciones que no lograron cumplir con el 
mandato legal de reformar a los menores. 


Por último, parece imposible hacer referencia a los menores sin decir que cada día son más 
chicos y que cada día son más violentos. Quiero hacer un pequeño homenaje y decir que en diciembre 
de 2010 se cumplen cien años de lo que considero la publicación del primer libro dedicado a este tema, 
escrito por Washington Beltrán, llamado "Cuestiones sociológicas: lucha contra la criminalidad infantil". 
Hay allí una construcción del problema muy similar a la actual. Dice lo siguiente: "Preocupación honda 
y noble domina la mente del penalista, el investigador espíritu del sociólogo en los últimos cuatro 
lustros. Pavoroso problema de ardua solución, es el que presenta, ante los ojos de la humanidad 
asombrada, el creciente aumento de la criminalidad infantil". Es una construcción que se hace desde lo 
pavoroso. Nunca se analiza el problema de los menores, sino el pavoroso problema de los menores. 
No se habla de los jóvenes infractores sino del auge de las conductas infractoras. Esto es así desde 
1910. 


Concedo una enorme virtud al trabajo de Washington Beltrán porque dedica la mayor parte 
de su libro a estudiar los modelos más innovadores, los modelos de última generación en el mundo 
desarrollado, en el mundo más civilizado, para tratar de traerlos al Uruguay, algo que hoy no parece 
estar presente. 


Señalo lo que dijo el señor Manfred Nowak en marzo de 2009, cuando señaló a su manera: 
"Como el Uruguay no hay", aunque por otras razones que no eran las de 1950. Washington Beltrán se 
avergúenza ante la visita del criminólogo más afamado de ese momento, Enrique Ferri, que denuncia 
la situación absolutamente inhumana del Instituto Correccional de Montevideo. Pasó un siglo y 
seguimos alarmándonos por las condiciones totalmente deshumanizadoras de las instituciones que 
tienen como meta corregir a los menores pero no lo hacen. 


Quisiera hacer una reflexión utilitarista. Creo que las medidas que tienden a agravar las 
penas, bajar la imputabilidad y mantener antecedentes profundiza una dinámica que en los últimos 
años se puede observar según una gráfica muy clara. Si tomamos el año 1989 como base cien, los 
delitos, veinte años después, se duplicaron. Es cierto, los delitos crecieron y se duplicaron. Pero hay 
algo asombroso: la cantidad de presos se cuadruplicó, y esa cantidad de presos que crece cada vez 
más se hace más profunda a partir del año 1995 cuando se aprueba la Ley de Seguridad Ciudadana, 
ley que no contuvo la tendencia creciente a los delitos porque se duplicaron; ley que generó un nuevo 
problema como es el hacinamiento carcelario; ley que, además, no atenuó el miedo. Si hay algo que en 
Uruguay es claro es que crecen los delitos, pero más que los delitos crece la cantidad de presos, y más 
que los delitos y los presos lo que crece es el miedo. 


En segundo lugar, haré una reflexión un poco más filosófica. El Ministerio del Interior 
presenta un diagnóstico del año 1985, a través de la asesora Gabriela Fulco, donde señala que el 85% 
de los presos adultos sufrieron múltiples vulneraciones de derechos desde temprana edad. La asesora 
del Ministerio señala que el Estado estuvo omiso. 


A mí me gusta la expresión "los menores, muchas veces, se ubican fuera de la ley", pero 
antes de ubicarse fuera de la ley, estuvieron abandonados por la ley y existe una responsabilidad del 
Estado. Cuando uno analiza el funcionamiento concreto del SEMEJI o de los establecimientos 
carcelarios, ve que esas instituciones muchas veces se colocan fuera de la ley. Auspiciar una política 
de ojo por ojo, si somos coherentes, lo único que va a garantizar es que nos quedemos todos ciegos. 


SEÑOR BAYARDI.- Creo que hay por lo menos un consenso generalizado de que todo lo que ha 
existido sobre institucionalidad para la contención de menores infractores y la privación de libertad ha 


fracasado. Creo que estamos convencidos de que esto es así. 


Dentro del actual Código de la Niñez y la Adolescencia está, a su vez, la parte de 
responsabilidad penal juvenil. ¿No? Se hablaba de la eventualidad de que la parte de responsabilidad 
penal juvenil no necesariamente debe estar contenida dentro del Código sino que puede estar 
separada, con su propio nivel de categorización, y sería una de las variantes de las que hay a escala 
mundial como forma de expresarlo. 


El sociólogo Morás planteaba un tema que tiene que ver con el centro de rehabilitación. 
Comparto que la parte del diagnóstico no existe o se entrevera mucho, porque se hacen 
constataciones en las que se miden no delitos llevados adelante por menores sino instancias de 
procedimientos llevadas adelante con menores, que son dos cosas absolutamente distintas y que 
muchas veces entran en la categoría de víctimas y victimarios, que creo que es un problema no menor 
desde el punto de vista de la forma de pararnos ante el problema planteado. 


Creo que la responsabilidad penal juvenil implica que algún nivel de sanciones tiene que 
haber, que pueden ser o no privativas de libertad, y que la tendencia que estaría logrando mejores 
resultados son las no privativas de libertad. De todos modos, admitimos que todo lo que ha sido 
privativo de libertad ha sido un desastre porque, en realidad, no hemos logrado ni siquiera privarlos de 
la libertad. No solo los hemos maltratado adentro sino que tampoco los hemos privado de libertad, 
porque el nivel de fugas llegó a cifras alarmantes. 


Hemos participado con algún otro Legislador que está aquí presente de una charla abierta en 
el interior, y a veces también se responsabilizaba a los Jueces. Un poco era la contraparte que hacía la 
ciudadanía de lo que dice la Policía, que en realidad los largan. Yo quisiera saber, si fuera Juez, cómo 
me pararía ante una situación determinada sabiendo que lo tengo que meter en un lugar donde voy a 
generarle peores condiciones que las que tiene. Hay toda una situación que merece ser analizada. De 
todos modos, en la parte de privación de libertad me ha quedado claro cuáles han sido los 
fundamentos que ha tenido, sobre todo quien se refirió a ellos, el doctor Pedernera, en cuanto a la 
edad de imputabilidad, en cuanto al tema de la extensión de las penas en la medida en que se ha 
trabajado bajo la lógica del menor tiempo de reclusión posible. Si yo cayera preso hoy y me dieran 
veinte años, en realidad me darían mucho menos que la mitad de mi vida; si cayera a los quince años, 
me estarían dando un porcentaje mucho más alto. 


En relación a los antecedentes, leí lo que el propio comité plantea que es uno de los puntos 
que está en la discusión. Comparto la necesidad de que los antecedentes caigan, pero en la 
eventualidad del mantenimiento de antecedentes ante determinadas situaciones o delitos, como 
podrían ser los delitos graves -me animaría a decir que no serían más de tres o cuatro-, habría que ver 
cuál sería el grado de admisibilidad y la pertinencia de que pudieran permanecer abiertos, y en qué 
esfera debería hacerse. Está la vía administrativa y la jurisdiccional, y quisiera tener una visión de lo 
que han visto en legislaciones comparadas a fin de saber cuál sería la forma más adecuada para que 
el impacto sobre el futuro de ese individuo jugara menos en el sentido punitivo y más en cuanto a 
corregir. Lo pregunto porque en la medida en que quedara abierto por vía administrativa, ante cualquier 
instancia, el menor que salió o atravesó determinadas circunstancias podría quedar expuesto al 
manejo de sus antecedentes. Usted mismo dijo que hoy en realidad eso funciona en contra, a pesar de 
que la norma dice que no debe existir. 


Uno tiene la sensación de que si un menor comete un delito y los papás aparecen al minuto o 
a la hora le va a ir mucho mejor desde el punto de vista de lo que va a hacer el Juez que si los papás 
no aparecen en las primeras veinticuatro horas. Quiere decir que no fue juzgado tanto por el delito sino 
por las condiciones sociales que debió enfrentar. 


SEÑOR MICHELINI.- Agradecemos la presencia del doctor Pedernera y del sociólogo Morás ante esta 
Comisión de la Asamblea General. 


Voy a concentrarme de la manera más sucinta posible en las preguntas que me parecen 
centrales y que me surgen de la presentación que han hecho, que ha sido encarada desde una 
perspectiva definida; no es un abordaje sin tomar partido. Me parece que lo han expresado así. 


En primer lugar, la descripción de la situación de niños, niñas y adolescentes y, en particular, 
de estos últimos en conflicto con la ley penal está enmarcada como endémica, con factores culturales 
de larga data. La pregunta es si hay experiencia internacional de modificación de esos patrones 
culturales con rapidez. Quiero saber si pueden aportar elementos que vayan en esa dirección. 


En segundo término, el Código de la Niñez y la Adolescencia apuntó, en mi humilde opinión, 
a modificar de alguna manera esos ingredientes culturales. La pregunta es qué análisis hacen desde la 
sociedad civil, cuando el Código ya tiene unos años de aplicación y, en particular, con la experiencia 
del Consejo Nacional Honorario Consultivo sobre la Niñez y la Adolescencia. 


En tercer lugar, quiero saber si distinguen comportamientos disímiles o diferentes con 
relación al interior, Montevideo o, eventualmente, en la zona metropolitana. Es decir, si es posible 
identificar situaciones diferenciales en estas realidades o si hay trabajos que validen esto. 


En cuarto término, planteo un tema puntual, y es el papel de los abogados de oficio con 
relación a la defensa penal en el sistema actual de responsabilidad penal juvenil. 


Por último, me quiero referir a los datos. Quiero saber si hay experiencias o propuestas 
externas, porque evidentemente estamos a ciegas. Si tuviéramos que resolver los temas económicos 
con los datos que tenemos sobre niños, niñas y adolescentes estaríamos en un caos generalizado. Eso 
me queda claro. La pregunta es si conocen experiencias o mecanismos para abordar estos datos o 
construirlos, porque parte del problema que tiene Uruguay es que el proceso jurídico o el procedimiento 
judicial no tiene nada que ver con el proceso penal, sociológicamente hablando. Es decir, el auto de 
procesamiento en realidad es el inicio del juicio, pero para la opinión pública es la condena. Eso es 
vivenciado así y no importa si nueve meses después se concluye que en el caso de ese individuo que 
tuvo un auto de procesamiento por equis delito hubo un error de persona, no hubo ningún elemento 
probatorio o simplemente fue producto de una construcción -como ya hemos constatado- de los 
propios medios de comunicación. Entonces, la pregunta es si hay modelos o experiencias para generar 
estos datos que nos ayuden a solucionar esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una pregunta al sociólogo Morás. ¿Se podría decir que los datos 
que aporta el Poder Judicial cumplen con las tres condiciones: son sistemáticos, válidos y confiables? 
Acá tenemos una serie de datos, con series de varios años, sobre procesamientos, procesos iniciales y 
concluidos, que, además, registran lo que efectivamente el Poder Judicial sanciona y define. Entonces, 
quiero saber si es esta la única estadística que tenemos hoy y por la que nos deberíamos regir porque 
cumple con los tres criterios que el sociólogo mencionaba. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, estamos muy agradecidos con la presencia tanto del sociólogo 
Morás como del doctor Pedernera. Para mí es un placer escucharlos, porque me consta que es gente 
muy seria. 


Recuerdo un artículo del sociólogo Morás, que fue de los primeros que leí sobre estos temas 
de la seguridad pública, donde planteaba algo que me llamó mucho la atención: lo primero sería 
determinar qué quiere decir seguridad pública. Damos por hecho ese concepto, pero en realidad nadie 
lo define nunca, y ese es todo un problema. 


Ya que estoy, voy a contar un chascarrillo. En la década de los sesenta, Clara Silva hizo una 
novela que se llamaba "Aviso a la población", que estaba basado en lo que en la época se conocía 
como un infanto-juvenil y aparecían recortes de diario con noticias muy similares a esa, diciendo: 
"¿Hasta cuándo la sociedad va a soportar a estos infanto-juveniles?". Estamos hablando de la década 
de los sesenta, de manera que el fenómeno no es nuevo. 


Vamos a las preguntas. Acá se habla de mantener los antecedentes, más allá de las reglas 
de las Naciones Unidas. Pero, bueno, vamos a suponer que vamos a estudiar la posibilidad de 
mantener los antecedentes para determinados delitos. Me parece que en la pregunta también hay una 
mentira ínsita, aunque no se la diga: en realidad, si los antecedentes se van a aplicar, por ejemplo, a 
los grandes delitos, como puede ser un homicidio o una violación, no habrá más de tres, cuatro o cinco 
casos por año -llegarán a media docena, no más-, porque los menores no cometen ese tipo de delitos 
en grado suficiente como para que eso tenga una repercusión realmente importante en la 
consideración de su conducta. Eso es lo que yo percibo. 


Quiero hacer una pregunta sobre algo que me preocupa mucho. Con el señor Diputado 
Bayardi hemos estado en establecimientos de detención de adolescentes. Hemos visto cosas terribles: 
desde piojos hasta lo que ustedes quieran. Además, estoy casado con una pediatra, que hace 
llamados y que siempre me ha dicho: "Eso de hogar no existe. Son cárceles. Nosotros vamos allí y 
tenemos que decir frecuentemente a los encargados: 'Yo a este niño no lo quiero ver atado. Lo voy a 
ver suelto; si no, no lo puedo ver". Así que realmente el eufemismo detrás de esto termina siendo 
cruel. En realidad, hay toda una cuestión muy cruel con relación a la minoridad en el Uruguay. Tal vez 
porque somos un país de viejos. Recuerdo que cuando yo era niño, los mayores se quejaban porque 
usaba el pelo largo y esas cosas. Realmente lo usaba largo, y miren qué bien que salí ahora, ¿no? 


(Hilaridad) 


-En aquella época hablaban de juventud perdida y todo lo demás. Esas frases son de siempre. 
Creo que somos un país tan de viejos que en el imaginario colectivo -y creado mucho por los medios- 
vemos que los jóvenes son los que se drogan, los que se emborrachan, los que arman lío, los que 
hacen lío en los bailes. Esa es la concepción 


Entonces, ¿hasta dónde hay capacitación en el Uruguay como para encarar en forma seria a 
chiquilines que realmente tienen problemas graves? Porque es cierto que el 85% de ellos -tal vez más- 
fueron golpeados, no han tenido el desarrollo neuronal en el momento adecuado, por lo tanto, no hay 
sinapsis y, después, hay cosas que no funcionan. Entonces, ¿hasta qué punto en el Uruguay tenemos 
la posibilidad de capacitar gente, en un plazo razonable, para encarar el problema realmente a fondo y 
con soluciones reales, por llamarlas de algún modo? 


SEÑOR SOUZA.- Me gustaría saber cuál es su opinión con respecto a la necesidad o no de la 
creación de más Juzgados especializados en el tema de minoridad, básicamente en lo que respecta, 
no a la capital, sino al interior del país. 


SEÑORA MOREIRA.- En primer lugar, quisiera agradecer la presencia de nuestros invitados. Conocía 
a Luis Eduardo Morás, quien ha publicado bastante en Brecha sobre el tema de la seguridad pública, y 
quería agradecerles a ambos por la exposición que realizaron y por las cifras de adolescentes 
infractores que nos aportaron, que es del 5,9% del total de delitos -cifra que no está en ningún medio 
de comunicación- y la referencia a las veinte mil detenciones anuales por actos que exceden la 
categoría que la ley establece. 


En segundo término, quería decir dos cosas breves. El año próximo entraremos en la 
discusión del Código del Proceso Penal y del Código Penal. Entonces, es importante que 
mantengamos esta discusión compartida con quienes trabajan en esto. 


Por otra parte, quisiera hacer una pregunta sobre uno de los temas más caros a esta 
Comisión, que es el de los antecedentes. De lo que decía el doctor Pedernera, creo entender que a él 
le parecía bien que los antecedentes no pasaran, independientemente de la gravedad del delito que 
hubieran cometido los menores, y quería simplemente escuchar su opinión y la del sociólogo Luis 
Eduardo Morás -si la tuviera- sobre este mismo asunto. 


SEÑOR PEDERNERA.- Saludo la realización de esta sesión y reitero el agradecimiento por habernos 
invitado. Esto me recuerda los diez años en los que estuvimos acá, peleando para tener el Código de 
la Niñez y la Adolescencia. Nunca habíamos sido tan convocados como esa vez, y esta sesión me trae 
esa imagen nuevamente. Por eso les agradezco, porque nosotros consideramos que tenemos algo 
para decir, aunque pueda ser diferente y algo sobre lo cual se pueda discrepar. 


Cuando en aquel momento se aprobó el Código de la Niñez y la Adolescencia éramos 
poquitos los dolientes que estábamos en la barra esperando. Llegamos a la barra y estaba llena de 
empleados públicos, porque excepcionalmente se ¡iba a tratar una ley que mejoraba su condición. 
Nosotros llegamos y dijimos: "¡Mirá qué cantidad de gente!". Inclusive, había niños con túnica. Se votó 
ese tema, excepcionalmente, porque en el Orden del Día estaba solo la votación del Código de la 
Niñez y la Adolescencia, y desapareció la gente de las barras: quedó Jacinta Balbela por un lado y tres 
o cuatro personas más, entre las que yo estaba. Fue un momento de soledad. En realidad, 
personalmente no era el Código que yo hubiera querido, pero sí uno sustancialmente mejor que el que 


teníamos, especialmente en la parte de infracciones a la ley penal. Las garantías que están 
establecidas en los artículos 74 y 76 son de una democracia, de un Estado de derecho fuerte, que está 
preocupado por las libertades individuales y las garantías del debido proceso. Sí creo que hay que 
avanzar en mejorar. Por eso, la discusión de una ley de responsabilidad penal adolescente o juvenil no 
sería una cosa ajena o caída del cielo mágicamente, porque hay aspectos que se deben corregir. Por 
ejemplo, hay dos cuestiones que ahora me vienen a la cabeza. Una de las conductas perseguidas en 
el Código de la Niñez y la Adolescencia es el manejar sin libreta de conducir, cuando sabemos que 
menores de dieciocho años no acceden a ella. Pero, además, hay errores de dogmática y de 
calificación penal, como por ejemplo perseguir la coparticipación en los delitos culposos. Ese es un 
error de dogmática penal. Entonces, me parece que sí hay que avanzar en eso, también porque el 
derecho penal de adolescentes es un derecho específico. Por ejemplo, en doctrina se discute si la 
asociación para delinquir es específicamente un delito perseguible en este tramo etario, cuando los 
adolescentes son seres gregarios por excelencia; o si la asociación constituye un agravante de 
determinados delitos. También hay que corregir especificando las figuras delictivas, porque el Código 
de la Niñez y la Adolescencia tiene una gama de delitos establecidos, pero, además, tiene el sistema 
de tipificación delegada al Código Penal en guarismos de mínimos y máximos. Creo que eso hay que 
corregirlo, porque en ese sistema se abre mucho la ventana a conductas que no sé si valen la pena o 
no. Entonces, creo que no cerraría las puertas a discutir, siempre pensando que las cuestiones son 
mejorables y perfectibles. 


Sobre la reincidencia hay toda una discusión doctrinaria, y existe un trabajo de Eugenio Raúl 
Zaffaroni -el Juez de la Suprema Corte de Justicia- donde él plantea groseramente que la reincidencia 
es una prueba de que el sistema fracasó y, por lo tanto, hay que sacarlo lo más rápidamente de él, 
porque para trabajar la responsabilidad frente al delito el sistema no sirve. Lo planteo como una 
discusión en el terreno de la doctrina, pero de la doctrina más avanzada en las cuestiones de los 
sistemas penales 


De la mano de eso también va toda la parte de la exigibilidad social. Yo reprocho de la misma 
forma a una persona que duerme en la calle, tiene sus necesidades básicas insatisfechas y comete un 
delito que a alguien que tiene un banco y comete el mismo delito. Hoy, en doctrina penal se discute en 
términos de exigibilidad social y se dice que el reproche tiene que ser más fuerte sobre el que tiene un 
banco y comete un delito parecido al que cometió el que dormía en la calle. Me parece que eso se 
exacerba en el terreno de la niñez y la adolescencia, porque nosotros no estamos frente a adultos: 
estamos frente a personas que están conformando su personalidad, donde la cuestión del tiempo y el 
espacio -esto excede mi formación- se tornan fundamentales, porque no son lo mismo cinco minutos 
de la penitencia de un niño que cinco minutos de estar sentados en una Comisión esperando a que 
entre la Suprema Corte de Justicia. El tiempo es subjetivo en todas las personas, pero es altamente 
subjetivo cuanto más jóvenes somos, y la trascendencia es particular. Lo mismo ocurre con el espacio. 
Hace poco tiempo, me encontré con un arquitecto en la Facultad de Derecho, que estaba estudiando 
esa carrera. Él se formó en Finlandia en construcciones para niños, y me dio una clase, en el sentido 
de que las dimensiones tempo-espaciales son importantes al momento de construir, porque el niño va 
tomando idea del mundo de acuerdo al entorno que lo rodea. Y por eso la arquitectura es fundamental. 
Esa dimensión yo no la tenía presente, pero si esa dimensión la tenemos presente, por lo menos para 
diseñar cárceles para adolescentes que hoy son casonas reacondicionadas para que cumplan su tarea 
de cárcel, sería un paso importantísimo para definir esas cuestiones. 


Yo lo que digo -esta es una posición ideológica en relación a los sistemas penales- es que si 
quiero usar la reincidencia para aplicar más cárcel voy por el camino equivocado, porque la cárcel no 
ha dado pruebas históricas de que sirva para reformar, reeducar y rehabilitar. Entonces, desde esa 
perspectiva doctrinaria, la postura es: la reincidencia no me sirve como parámetro, porque la cárcel no 
sirve para los fines para los que fue creada. Esto está comprobado históricamente. 


El Código de la Niñez y la Adolescencia -el señor Diputado Felipe Michelini traía algunas 
ideas- tiene que avanzar en fortalecer una institucionalidad que el Parlamento creó con certeza, que es 
el Consejo Nacional Honorario Consultivo de los Derechos del Niño y el Adolescente. Es un órgano de 
convergencia: están el Poder Judicial, la sociedad civil, el Congreso de Intendentes y el Poder 
Ejecutivo. El mandato del Consejo Honorario es coordinar e integrar las políticas sectoriales. En el 
debate parlamentario se fue depreciando, pero es una herramienta valiosísima que tuvimos la 
oportunidad de compartir con los actuales Diputados Bango y Michelini cuando tenían 
responsabilidades a nivel del Poder Ejecutivo durante el Período pasado. Ese espacio ha servido para 
destrabar algún tipo de conflictos, para tener una mirada de convergencia de todos los actores sobre la 
privación de libertad. Creo que hay que avanzar en fortalecer esa estructura. 


No recuerdo quién fue que lo preguntó, pero el comportamiento en el interior es diferente. En 
Montevideo, por ejemplo, las tipificaciones de rapiñas en adolescentes rondan el 99%. En Salto, el 
guarismo es muy bajo. Allí, los hurtos son los hechos más relevantes en el sistema penal juvenil. En 
Maldonado, hay una tendencia más alta de la rapiña, pero que no llega a los guarismos de Montevideo, 
donde la cifra de rapiñas es tendencialmente más alta que la del hurto. 


En el interior, el conocimiento, la cercanía de los actores, hace que los delitos no tengan 
ciertas características de violencia que tienen en ciudades más complejas. Del mismo modo, la relación 
de los jueces es diferente en localidades del interior. 


Unido con esto, creo que hay que fortalecer el sistema de justicia penal juvenil en el interior. 
Hasta hoy, los jueces letrados siguen teniendo la competencia amplia en penal y adolescentes. Si bien 
la magnitud de hechos no es relevante, hay que buscar la especificidad, porque el interior sigue 
desterrando: manda a Montevideo, y eso es una pena de privación de libertad con destierro. Ese es un 
problema. Hay que buscar una especificidad de respuesta en el interior. 


En cuanto al comportamiento, UNICEF ya lo planteó la vez pasada, pero el Observatorio del 
Sistema Judicial del Movimiento Nacional Gustavo Volpe ha constatado, en base a datos oficiales del 
Poder Ejecutivo -en la parte del anuario estadístico ustedes pueden verlo-, que en el año 2006 los 
allanamientos de la defensa eran del 73% y el año pasado fueron del 93%. ¿Qué significa eso? Que no 
hay contradicción. El proceso judicial, que se mide en términos de contradicción, tiene un actor que no 
contradice las vistas fiscales, y creo que ese es un elemento central que hace a la calidad de la 
defensa. 


Finalmente, reitero una afirmación del sociólogo Luis Eduardo Morás: lo único que ha hecho 
el Instituto del Niño y el Adolescente fue remover retóricamente su denominación, pero sigue siendo la 
institución matrizada en el esquema tutelar de 1934, en tiempos del Código del Niño. Ha cambiado su 
nombre, pero sigue con una estructura fragmentada, hipercompartimentada, donde importa más el 
talón de imprenta que los derechos del niño, donde preocupa más a condición del adulto que los 
derechos del niño. Así, tenemos procesos de investigación muy lentos; cuando un adolescente 
denuncia torturas, por ejemplo, importa más la formalidad del esquema burocrático que las garantías 
de que estos hechos salgan a la luz y se diluciden. 


Desde la sociedad civil venimos haciendo investigaciones con la rigurosidad que exigía el 
sociólogo Morás. En el año 2003, Defensa de Niños y Niñas Internacional realizó la primera 
investigación sobre el comportamiento de los adolescentes infractores. En esa investigación, que fue la 
primera, y en otras realizadas -fundamentalmente la del Movimiento Volpe-, se ha mantenido la 
tendencia en los guarismos que manejamos en esta reunión. Pero en esa investigación había un hecho 
trascendente: que habían cuantificado el monto de los delitos cometidos por los adolescentes. El monto 
de un delito cometido por un adolescente en Uruguay ronda los US$ 100, a un valor constante desde 
1994 a 2003. Lo que hizo esa organización fue calcular todos los delitos cometidos por los 
adolescentes en Montevideo y los comparó con el problema del Banco Comercial en el año 2003. En 
ese momento, calcularon que tendrían que transcurrir siete mil quinientos años para llegar al monto del 
delito del Banco Comercial, juntando todos los delitos cometidos por niños en Montevideo. 


SEÑOR MORÁS.- Se me hace casi imposible hacer una síntesis. Muchas de las reflexiones ya las 
adelantó el doctor Pedernera. Simplemente, voy a hacer un par de consideraciones. 


Creo que es importante, posible, construir datos válidos, confiables y sistemáticos. Si lo que 
se pretende es medir delitos, yo deposito mi confianza en las estadísticas del Poder Judicial, porque 
ahí tendríamos validez -efectivamente se mide el delito- y son sistemáticas. Algunos operadores de la 
Justicia han señalado públicamente que la forma de registro de los datos en el Poder Judicial es similar 
a la de la época de la colonia y, en la medida de que no es posible que actores independientes, 
académicos, tengan una auditoría -por decirlo de alguna manera- sobre esos datos me quedan algunas 
dudas acerca la confiabilidad de cómo son registrados esos delitos, si se acumulan correctamente o 
no. Pero ciertamente que si lo que se pretende es medir las infracciones juveniles, la fuente debe ser el 
Poder Judicial. 


Esto no quiere decir que no sean importantes las estadísticas del Ministerio del Interior. Son 
fundamentales para elaborar una política de seguridad ciudadana que pretenda ser una política de 


Estado que trascienda las administraciones. Estamos hablando de una política que pueda ser 
evaluada, monitoreada, a través de indicadores de gestión policial. Por supuesto que el dato de los 
trece mil, quince mil o veinte mil asuntos o intervenciones policiales sobre menores es importantísimo, 
pero para medir y planificar la gestión policial de las distintas comisarías, administrar recursos 
humanos, materiales, etcétera, no para ver los comportamientos delictivos de los menores infractores. 


Digo también que, de acuerdo con los datos aportados por el INAU, son trescientos treinta 
los menores privados de libertad. Uno puede inferir que se trata de aquellos casos más peligrosos, más 
graves, de los cuales deberíamos descontar los ochenta que el Ministro del Interior señala que 
cumplieron la mayoría de edad. Son doscientos cincuenta menores infractores graves. El 11 de octubre 
de 2008, el señor Diputado Borsari Brenna señala en la prensa algo que yo comparto: que no hay más 
de doscientos cincuenta menores infractores violentos. En el año 1987 se presentan seis proyectos -yo 
registré esa cantidad en un trabajo publicado por la Facultad de Ciencias Sociales- de rebaja de la 
edad de imputabilidad penal. ¿Qué se decía ese año respecto de la cantidad de menores infractores 
graves, realmente violentos? Que eran entre doscientos y trescientos. Seguimos en la misma cifra 
-Cualitativamente medida a través de distintos informantes calificados- de cuál es el quántum de 
menores infractores con serios problemas de conducta, a los que, obviamente, hay que tener muy bien 
custodiados y con los que hay que hacer un trabajo muy fuerte. 


Tendría muchísimas más cosas para decir, pero no quiero robarles más tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho por el tiempo que nos han brindado y el aporte 
hecho a esta Comisión, que es sustantivo. Seguiremos en contacto cuando se entienda pertinente. 


(Se retiran de Sala los representantes del Instituto de Sociología Jurídica de la Facultad de Derecho y 
del Comité de Derechos del Niño en Uruguay) (Ingresan a Sala autoridades de la Suprema Corte de 
Justicia) 


-Esta Comisión Especial recibe con mucho gusto al Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, doctor Jorge Chediak, y al Ministro, doctor Leslie Van Rompaey, a quienes agradecemos su 
presencia. 


La Comisión Especial para el análisis de la legislación relativa a los temas de seguridad 
pública y en especial de los adolescentes en conflicto con la ley penal tiene como plazo el día 29 de 
diciembre próximo para producir un informe y entregarlo a la Asamblea General, conteniendo 
sugerencias legislativas con respecto a esta cuestión, si la Comisión lo entiende pertinente. Por esta 
razón hemos hecho una serie de invitaciones que nos parecían necesarias a efectos de incluir todas 
las opiniones sobre este tema en el acervo de la Comisión y tenerlas en cuenta a la hora de tomar una 
decisión; ustedes son nuestros últimos invitados. 


La idea es que hagan una breve exposición sobre el trabajo de la Suprema Corte de Justicia 
y su entendimiento con respecto a este punto. Posteriormente, habilitaremos las preguntas de las 
colegas y los colegas. 


SEÑOR CHEDIAK.- Gracias por la invitación. 


Queremos plantear, conjuntamente con el doctor Van Rompaey -quien asumirá como 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia el próximo 1% de febrero-, que vamos a hablar a título 
personal porque la Suprema Corte de Justicia no tiene posición institucional respecto a estos temas, 
que son extremadamente complicados y opinables, y que en muchos casos no son técnicos, o por lo 
menos son "filotécnicos", y lo que requieren es decisión política, que es exclusiva de los señores 
Legisladores; esto no tiene que ver con aspectos técnicos en los que la Corte podría ayudar. 


Quiero señalar -como ya dije, exclusivamente a título personal; traje un libro que contiene las 
menciones a que haré referencia porque no quiero confiar en mi memoria-, con respecto a los dos 
temas urticantes principales de los que se ha hablado públicamente, es decir, la posibilidad de rebajar 
la edad de imputabilidad penal a una edad inferior a los dieciocho años y la posibilidad de mantener los 
antecedentes de aquellos ciudadanos que siendo menores de dieciocho años cometan infracciones a 
la ley penal, que tienen aristas distintas y complicadas. 


En el caso de la rebaja de la edad de imputabilidad, como profesor de Introducción a la 
Judicatura, podría decir que en la normativa internacional no hay obstáculo alguno para que el Estado 
uruguayo lo lleve a cabo. 


Se ha hablado de las reglas de Beijing, que no tienen la misma fuerza vinculante que la 
Convención de Derechos del Niño, que ha sido ratificada por este Parlamento y que, por lo tanto, está 
considerada como derecho interno de la República; además, por tratarse de derechos humanos, podría 
tener rango supralegal y comprometer la responsabilidad del Estado uruguayo. Ahora, no es la misma 
situación de las reglas y recomendaciones de Naciones Unidas, que son aprobadas por la Asamblea 
General y nos vinculan en tanto somos integrantes de ese organismo, pero no tienen la misma fuerza 
vinculante que las Convenciones que son ratificadas por este Parlamento. El apartamiento o la 
violación de esa legislación por parte del Estado uruguayo podría significar responsabilidad 
internacional. En el caso de las reglas Beijing, se da una definición de menor: "Menor es todo niño o 
joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, puede ser castigado por un delito en forma 
diferente a un adulto". Y el comentarista dice al respecto: "La regla 2.2. define *menor” y "delito" como 
componentes del concepto de "menor delincuente' (...).- Cabe señalar que las reglas disponen 
expresamente que corresponderá a cada sistema jurídico nacional fijar las edades mínima y máxima 
de estos efectos, respetando así cabalmente los sistemas económico, social, político, cultural y jurídico 
de los Estados miembros. Ello significa que la noción de "menor' se aplicará a jóvenes de edades muy 
diferentes, edades que van de los 7 años hasta los 18 años o más.- Dicha flexibilidad parece inevitable 
en vista de la diversidad de sistemas jurídicos nacionales, tanto más cuanto que no restringe los 
efectos de las reglas mínimas (...)". Quiere decir que la normativa internacional deja totalmente libre a 
cada Estado para fijar la ley de imputabilidad penal en la edad que estime conveniente. Que sea 
conveniente o no es lo que debe definir el Parlamento. Se puede hacer. Internacionalmente se ha ido 
dejando de lado -ya les habrán informado abundantemente al respecto- la clásica norma de la 
imputabilidad a los dieciocho años de edad, siempre tendiendo a bajarla a edades que en algunos 
casos parecen bastante inapropiadas, inclusive hasta los doce años; de todas maneras, en general, se 
ha llegado a los dieciséis años, lo cual parece muy razonablea la hora de fijar la edad de la 
imputabilidad penal. Por supuesto que en una definición grosera, en nuestro país existe lo que se ha 
llamado, no con estricta definición jurídica, una suerte de formación progresiva de la imputabilidad. No 
es lo mismo tener menos de trece años, que tener entre trece y dieciocho años a los efectos de la 
imputabilidad penal; hay una suerte de imputabilidad mayor en el adolescente de trece a dieciocho 
años, y una imputabilidad plena a partir de los dieciocho años. 


De manera que el Estado uruguayo tiene la libertad de fijar la edad de imputabilidad que los 
señores Legisladores entiendan conveniente. 


Otro tema un poco más espinoso es el del mantenimiento o no de los antecedentes más allá 
de la edad de imputabilidad que el Estado defina, y que en nuestro país es de dieciocho años. 


Al respecto, la regla 21.2 dice lo siguiente: "Los registros de menores delincuentes no se 
utilizarán en procesos de adultos relativos a casos subsiguientes en los que esté implicado el mismo 
delincuente". La regla anterior, la 21.1, establece la reserva de los antecedentes. El artículo 222 del 
Código del Niño es más radical que la recomendación firme de Naciones Unidas porque establece la 
eliminación de los antecedentes; en este caso se establece la reserva y el comentarista dice al 
respecto: "La regla trata de ser una transacción entre intereses contrapuestos en materia de registros y 
expedientes: los de los servicios de policía, el Ministerio Fiscal y otras autoridades por aumentar la 
vigilancia, y los intereses del delincuente". O sea que establece una reserva -la posibilidad de que los 
organismos de investigación utilicen esos antecedentes, fundadamente levantada la reserva- y, por otro 
lado, hace una fortísima recomendación en el sentido de no utilizar esos antecedentes una vez que el 
adolescente que violó la ley penal cumpla la mayoría de edad. 


Seguramente, en este caso los señores Legisladores habrán hablado con el Comité de los 
Derechos del Niño, que es el organismo encargado de supervisar el cumplimiento de la Convención de 
los Derechos del Niño; viene a ser el símil de lo que es la Corte Interamericana respecto del Pacto de 
San José de Costa Rica. Es un organismo que el Estado uruguayo, como Estado signatario, ratificante 
de la Convención de los Derechos del Niño, ha contribuido a formar; no es un organismo ajeno. 
Precisamente, el Consejo de los Derechos del Niño, no tiene normativa específica sobre este tema en 
la Convención; el artículo 40 de la Convención de los Derechos del Niño, que es el que refiere a la 
justicia juvenil, no dice nada respecto del mantenimiento o no de los antecedentes ni de la posibilidad 
de usar o no los antecedentes 


Ellos sí tienen opiniones consultivas en el sentido de que el mantenimiento restringido de los 
antecedentes no viola la Convención de los Derechos del Niño. Señalan que si no se trata de todas las 
violaciones a la ley penal sino, exclusivamente, de delitos muy graves -violación, rapiña, rapiña 
agravada u homicidio- y que si hay un límite temporal para el mantenimiento de los antecedentes, que 
puede ser de dos o tres años -en nuestro caso, hablaríamos de mantener los antecedentes hasta los 
21 años de edad-, no habría violación de normativa respecto de la Convención de los Derechos del 
Niño. 


Esto fue lo que me plantearon: que el mantenimiento de los antecedentes podía ser viable en 
esas hipótesis de delitos muy graves -lo que el Código de la Niñez y la Adolescencia llama 
"infracciones gravísimas a la ley penal"- y no para siempre, sino por un período acotado. Ese lapso 
acotado podría tener utilidad en cuanto a esta sensación pública de que limpiar totalmente los 
antecedentes una vez que se cumple la mayoría de edad puede ser excesivo; si realmente estamos 
ante una persona cuya estructura determina que viole la ley penal, inmediatamente después de cumplir 
los 18 años volverá a cometer los mismos delitos en los que ya incurrió. Entonces, no sería irrelevante 
que pudieran mantenerse los antecedentes por lo menos durante dos o tres años, como postula en 
caso extremo el Consejo de los Derechos del Niño. 


Esta es la visión personal y el panorama en la normativa internacional hasta donde yo 
conozco; la normativa es muy profusa, así que puede haber algo que desconozca. 


Yo terminaría con esto y cedería la palabra al Ministro Van Rompaey, porque reitero -para 
que no haya ninguna duda- que la Corte no tiene una visión coincidente ni una posición institucional 
sobre estos temas, que son de decisión política. Además, en esto tampoco hay soluciones mágicas; 
toda solución tiene visiones contrapuestas que son legítimas y que pueden tener inconvenientes. En 
realidad, no puedo aseverar que una solución sea muchísimo mejor que otra o, inclusive, que sea 
mejor que el estado de cosas que en este momento tenemos. 


Lo que sí creo es que estos temas deben ser analizados y comparto plenamente la 
multiplicidad de opiniones que han señalado que lo que no puede seguir reiterándose es que los 
ciudadanos menores de edad que infringen la ley penal y son sometidos a restricción ambulatoria se 
fuguen e, inmediatamente, vuelvan a cometer delitos. Eso sí parece una suerte de burla al sistema y lo 
desprestigia, porque el ciudadano deja de creer en la eficacia de la justicia y de las autoridades 
encargadas de los establecimientos de reclusión de adolescentes infractores. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Quisiera emitir alguna opinión, más que como especialista, como ciudadano, 
y también desde la perspectiva de quien ya tiene unos cuantos años en el ejercicio de la magistratura, 
haciendo pie en lo que decía el Presidente Chediak. 


Podemos estar horas discutiendo desde el punto de vista técnico cuál es la edad de 
imputabilidad, a qué edad se tiene conciencia del valor de la conducta y se puede distinguir entre el 
bien y el mal, si un chico sabe o no que está cometiendo un delito, etcétera, pero cuando esto se 
vincula con el tema de la seguridad pública y se piensa que bajando la edad de imputabilidad se 
contribuye de alguna manera, se comete un grave error y la discusión se contamina. El que tratamos 
es un tema absolutamente técnico y, desde el punto de vista de la dogmática penal, sería la conciencia 
del valor de la conducta, y quizás ni siquiera los juristas tenemos una idea clara de dónde debe estar 
ese límite de edad. Creo que en la gran mayoría de los países de Europa el promedio es 14 años y que 
en América hay pocos que lo tienen en 18 años, pero no me parece que sea el tema más relevante a 
discutir. 


El tema relevante es que, hoy en día, el INAU -que en su momento fue Consejo del Niño- no 
cumple con sus funciones elementales de contención y resocialización o capacitación de ese chico 
dándole armas para que después sea una persona útil en la vida en sociedad. Hablamos de capacitarlo 
y resocializarlo; me parece que a eso deben estar enfocados el esfuerzo del Gobierno y el esfuerzo 
legislativo, además de lo que nosotros podamos hacer. 


Alguna experiencia tengo en esa materia, porque en estos últimos años en la Corte hemos 
recibido constantes reclamos de los Jueces porque a veces no se cumple con algunas sentencias y 
hay guardias gremiales que impiden que se haga efectiva la orden de internación de un menor. Es 
frecuente que el adolescente o menor entre en un régimen de privación de libertad y al día siguiente 


salga y cometa el mismo delito. Entonces, creo que por ese lado debe ir el esfuerzo de toda la 
sociedad uruguaya: hay que buscar que todos los chicos tengan una institución en la que, estén 
privados de libertad o no, se cumpla con el cometido constitucional de rehabilitación y se los pueda 
capacitar para afrontar la vida de adultos. 


No debe ser tan difícil. Yo recuerdo que cuando visitamos la Colonia Berro -si no me 
equivoco, fue en 2004; yo era Presidente de la Corte en aquel momento- la recorrimos con el entonces 
Director del INTERJ, profesor Sergio Miglioratta, con absoluta tranquilidad y normalidad, aun en el SER 
que, como ustedes saben, es lo mismo que una cárcel común, de mayores. Yo no sé si hoy en día 
podría hacer lo mismo. Recuerdo que en el Hogar Ituzaingó se cumplía una función excelente. Y allí no 
había chicos que hubieran cometido un pequeño arrebato, algunos habían incurrido en conductas 
infraccionales graves y allí eran capacitados en tareas agrícolas como la cría de conejos y gallinas; la 
granja era bastante importante. Lo que percibí fue que esos chicos hasta habían desarrollado amor por 
el trabajo. Nosotros pasamos una larga jornada en el Hogar Ituzaingó; inclusive, almorzamos allí. Los 
chicos nos manifestaban que estaban capacitados para tener un oficio en el futuro, para trabajar no 
solo en la granja sino en otras actividades. Me parece que no debe ser tan difícil. Funciona; por lo 
menos eso es lo que yo vi. Si no me equivoco, en estos últimos años el Hogar Ituzaingó ha tenido una 
gestión bastante exitosa. Nos decía el Director que prácticamente allí no había fugas y las condiciones 
de privación de libertad son menos rigurosas que en el SER. Allí había una suerte de actividad docente 
permanente que tenía una respuesta efectiva y concreta por parte de los adolescentes internados. 


Me parece que debemos apuntar a que el Estado perfeccione instituciones, mecanismos, a 
que capacite a las personas, y ponga el derecho penal juvenil en manos de especialistas, para que 
efectivamente se cumpla esa función de rehabilitación del menor que comete conductas infraccionales. 
Lamentablemente, hemos visto que en los últimos años el INAU no ha cumplido. Considero que esto 
es lo más relevante, antes que discutir técnicamente a qué edad debe ser imputable una persona. 
Bajar la edad de imputabilidad a dieciséis años tendría otras consecuencias porque deberíamos dar a 
ese chico, que va a ser un ciudadano, capacidad civil y política plena. Tendría que poder ser elector y 
elegido; tendría que ser una persona mayor con todos los derechos y las responsabilidades inherentes 
a esa cualidad. 


Entonces, redefinir una edad de imputabilidad es un tema bastante complejo, que de por sí, 
no soluciona nada. Si bajamos la edad de imputabilidad a dieciséis años, ¿vamos a castigarlos, 
penarlos y mandarlos a establecimientos carcelarios comunes? Eso sería un desastre absoluto, porque 
sabemos que no solo allí nadie se resocializa ni se reeduca sino que se perfecciona en el delito. 


Entonces, tendríamos que tener un derecho penal juvenil con imputabilidad a los dieciséis 
años pero con establecimientos de detención propios del derecho penal juvenil, con un objetivo 
fundamental de resocialización o de reeducación; eso sería otra cosa. Pero, reitero: la problemática 
pasa porque las instituciones estatales especialmente afectadas al cometido de recuperar, resocializar 
y reeducar al menor y adolescente no están cumpliendo con esa función. 


SEÑOR MOREIRA.- Hemos escuchado con mucha atención lo que han dicho y quiero hacerles alguna 
pregunta sobre aspectos a los que no se han referido. 


Esta Comisión viene sesionando desde hace tres semanas y hemos escuchado distintas 
opiniones. Concurrieron el señor Ministro del Interior, representantes de ONG, etcétera, y tenemos 
versiones encontradas respecto a cifras. Creo que la Suprema Corte de Justicia es la única que puede 
dilucidar este intríngulis, porque se habla de intervenciones policiales por un lado, de porcentajes de 
participación de menores en actos delictivos por otro. El señor Ministro del Interior nos dijo -si mal no 
recuerdo- que la participación de menores era superior al 40% en delitos de rapiña y que las cifras de 
procesamientos o privaciones de libertad como medida cautelar también andaban en ese eje del 40% 
en delitos de rapiña, que es una infracción gravísima según el Código de la Niñez y la Adolescencia. 
Queremos saber qué opina la Suprema Corte al respecto, porque tenemos versiones que no coinciden. 


También se dijo aquí, respecto de la justicia de adolescentes, que había un porcentaje 
importante de privaciones de libertad adoptadas como medida cautelar. Algunas personas dijeron acá 
que les parecía excesiva esa privación de libertad como medida cautelar por parte de la justicia para 
adolescentes. 


Asimismo, se cuestionó la actuación de la Defensoría Pública en esta materia, diciendo que 
hay un enorme porcentaje de allanamientos a la acusación fiscal y que por lo tanto parecería haber una 
desprotección jurídica de los menores que son sometidos a la justicia especializada. Me gustaría saber 
la opinión de los Ministros sobre estos puntos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una pregunta al doctor Chediak. Usted dice que las reglas de 
Beijing son menos vinculantes que la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño porque, 
obviamente, la Convención ha sido un tratado internacional ratificado por el Parlamento uruguayo. Lo 
que no me queda claro es cuán vinculantes son, porque si se dice que son menos vinculantes, quiere 
decir que son vinculantes. ¿Dónde situaría usted el grado de vínculo que el país tiene con las reglas en 
virtud de que es un miembro de las Naciones Unidas y está en la Asamblea General de Naciones 
Unidas y vota? Uruguay votó las reglas de Beijing, así como otras que vinieron luego de Naciones 
Unidas sobre el mismo tema, posteriores a la Convención; estas son anteriores. Esta pregunta es para 
tener claro desde la perspectiva jurídica la vinculación que tiene el país con estas reglas que, como 
usted bien dice, no plantean la eliminación de los antecedentes sino que dicen, en sus puntos 21.1 y 
21.2, que los registros de menores delincuentes no se utilizarán. La pregunta es para qué están. Si 
están pero no se utilizan, se supone que están mientras el adolescente que ha cometido una infracción 
a la ley penal está cumpliendo la pena y se está haciendo responsable. Esto es lo que yo infiero. 


En esta segunda parte de la pregunta incluyo al doctor Van Rompaey, y quiero saber la 
opinión de cada uno sobre el tema de los antecedentes. El doctor Chediak ya manifestó su postura, me 
gustaría saber la opinión del doctor Van Rompaey que sí se expidió sobre la rebaja de la imputabilidad. 


También quiero saber qué valoración hacen sobre el funcionamiento del Poder Judicial, 
porque la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño establece que la privación de libertad 
debe ser la última medida que el Juez debe tomar. Quisiera saber si filosóficamente están de acuerdo 
con esa premisa. Me gustaría saber si están de acuerdo con la filosofía que comporta esta directiva de 
la Convención. 


La segunda cuestión es cómo evalúan el funcionamiento del Poder Judicial en virtud de la 
aplicación de esta norma a la que el Estado uruguayo se debe. Nosotros hemos tenido información en 
cuanto a que, como decía el Senador Moreira, la aplicación de la medida cautelar con privación de 
libertad es bastante alta y que se aplica mucho más en casos con adolescentes de determinada 
condición social. Quiero saber si eso es así, cuál es la opinión de ustedes y cuáles son las razones. 
Capaz que no tenemos posibilidades reales de tomar decisiones alternativas tal cual nos impele la 
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, y entonces ahí estaríamos frente a un problema 
donde el Poder Judicial está fallando en función de una situación. Me gustaría saber qué políticas está 
previendo el Poder Judicial para poder cumplir con la normativa que nos obliga. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero agradecer al Ministro Van Rompaey por haberse referido al Hogar 
Ituzaingó, porque efectivamente funciona como un hogar de privación de libertad, pero no es una 
cárcel y cumple con su función de rehabilitación de menores de una manera ejemplar, lo que evidencia 
que hay mucha cosa para hacer con la minoridad infractora, no solo encerrarlos. 


Difícilmente se mencione al Hogar Ituzaingó en las referencias que son tan habituales en la 
prensa y en el propio Parlamento. 


Simplemente quise reconocer lo que expresó el Ministro Van Rompaey con respecto al Hogar 
Ituzaingó. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Sabíamos que esta instancia se trataba de un temario abierto y no de un 
proyecto. Tenemos estadísticas hechas de porcentajes de privación de libertad, medidas alternativas, 
libertad asistida, etcétera, pero no las trajimos; por supuesto, estos datos están a disposición de la 
Comisión, y se podrían mandar mañana. 


Estamos convencidos de que la privación de libertad es la última "ratio", pero el aumento de 
situaciones de privación de libertad, a mi juicio, va en consonancia con el aumento de la violencia en 
las conductas infraccionales de los menores, fenómeno que no conocíamos hace algunas décadas, 
generado por este flagelo de la pasta base. 


No creo que los Jueces exageren en la aplicación de la privación de libertad como última 
"ratio". Sin embargo, es necesario describir la problemática que viven los Jueces de Menores o de 
Niñez y Adolescencia del interior. 


En el interior, el Instituto Nacional del Menor funciona aun peor, porque no hay regímenes de 
internación. Por ejemplo, en casos de hurtos reiterados se les aplica cualquier medida alternativa. 
Puede ser entrega a los padres, con prevenciones, si es que los menores tienen padres, pero la 
reincidencia es permanente, y el reclamo de la sociedad se siente más en las pequeñas ciudades del 
interior que en Montevideo, donde quizás podría pasar casi anónima una conducta infraccional. 
Entonces, algunos Jueces, ante la persistencia, la reiteración y habitualidad de conductas 
infraccionales, mandan a internar en Montevideo, porque, creo, no tienen otra solución. Si hubiera 
instituciones u hogares que pudieran cumplir una tarea de rehabilitación en el interior de la República, 
creo que el porcentaje de muchachos que se manda internar a Montevideo sería mucho menor. 


Reitero que en Montevideo tenemos conductas infraccionales muy graves, que están 
aumentando, como la rapiña violenta y el homicidio; creo que la violación se mantiene más o menos en 
términos estables. La respuesta de internación y privación de libertad es ante la gravedad de la 
conducta infraccional, y en Montevideo el Juez tampoco cuenta con alguna familia u hogar que sirva de 
contención que pudiera formar en valores al chico, que si vuelve al medio del que proviene no tiene 
ninguna posibilidad de rehabilitarse. 


Por otra parte, la creación de un registro de antecedentes para computarlos una vez que los 
menores lleguen a la mayoría de edad es una solución que personalmente no me convence. Es más, 
creo que indirectamente podría hacer a los menores imputables, porque esos delitos se les 
computarían y terminarían perjudicando su situación procesal. Por lo tanto, a mi entender no debería 
mantenerse el registro de antecedentes. 


Es la primera vez que escucho que se critique la actuación de los Defensores Públicos en 
materia de menores y que exista una suerte de consenso y aceptación de todas las medidas que 
toman los Jueces. Realmente no me consta esta situación. 


SEÑOR CHEDIAK.- En primer lugar, quiero decir que todos compartimos plenamente la filosofía no 
solo de las Reglas de Beijing sino también del Código de la Niñez y la Adolescencia. La Justicia Penal 
juvenil no se puede equiparar de ninguna manera a la Justicia Penal de adultos, y la privación de 
libertad sí tiene que ser el último recurso y, en ese caso -también en adultos-, lo primordial, y lo que 
ordena la Constitución, es lograr la rehabilitación, lo que tampoco estamos consiguiendo. 


Por cierto, la convención ratificada por el Estado uruguayo tiene el más alto rango de 
vinculación. No hay duda de que en este caso ponemos al Estado en una clara infracción que podría 
acarrear su responsabilidad internacional. 


Por supuesto, las Reglas de Beijing también son vinculantes; si se pudieran graduar, serían 
un poco menos vinculantes, pero se deben cumplir. Por algo integramos Naciones Unidas. Por eso 
decía que este tema es espinoso, y el capítulo que queda jurídicamente abierto es la rebaja de la edad 
de imputabilidad. 


Haremos llegar las cifras, que probablemente sean pasibles de objeción como las del 
Ministerio del Interior. Además, tenemos una larga experiencia de que no haya coincidencia absoluta 
en las cifras. 


Tampoco escuché críticas al funcionamiento de la Defensa Pública. En ese sentido, es 
importante señalar que cada integrante de la Defensa Pública, en cualquier materia, es absolutamente 
autónomo en sus decisiones. Él por sí y ante sí decide si comparte o no la acusación fiscal, si entiende 
que está ajustada a derecho. Esto forma parte de la autonomía técnica que tienen los Fiscales, los 
Jueces y la Defensa Pública. El defensor opta por la solución que le parece mejor para su defendido. 


Por otra parte, hemos señalado las dificultades para establecer verdaderas alternativas a la 
pena de privación de libertad, como en el caso de la Justicia Penal de adultos. En ese sentido, he dicho 
que habría que recurrir a los medios tecnológicos que permitan suplir la internación en 


establecimientos carcelarios, sea de adultos o de juveniles, por las pulseras o tobilleras electrónicas 
que permitan hacer un seguimiento del comportamiento y de la circulación de la persona o que se 
cumpla el arresto domiciliario impuesto, sin tener que poner vigilancia policial que es absolutamente 
inviable. La sensación es muchas veces que el Juez, tanto de adultos como de menores, no tiene 
demasiadas alternativas reales, porque muchas veces son de difícil seguimiento y cumplimiento. 
Entonces, el Juez opta por la medida segura. Dice: "La privación de libertad es segura, yo sé que se 
va a cumplir y la otra no es tan segura, no sé si se va a cumplir, no sé qué grado de eficacia tendrá con 
los medios tecnológicos, con los medios de seguimiento con que contamos". 


Como el doctor Van Rompaey adelantó, el tratamiento de los adolescentes infractores tiene 
que ser, en todo el tránsito de la Justicia Penal y cumplimiento de las penas, totalmente separado. No 
puede enviarse a adolescentes infractores a establecimientos de detención de adultos, ni siquiera a 
módulos separados dentro del mismo establecimiento, porque ahí sí estaríamos violando 
flagrantemente toda la normativa internacional. No se los puede tratar igual. Estamos procurando, si 
este Parlamento decide aprobarlo, que el proceso penal de adultos también tenga una estructura 
parecida, oral, acusatoria y veloz, y sea garantista como lo es el proceso de adolescentes en los 
artículos 76 y siguientes del Código de la Niñez y la Adolescencia. Además, los establecimientos de 
contención deben ser absolutamente separados. No diría que la concepción debe ser distinta porque, 
en realidad, también la concepción para los ciudadanos que violan la ley siendo adultos es para la 
rehabilitación, pero aquí con más fuerza. Debe hacerse más hincapié aun en tratar de recuperar a este 
adolescente, en reencauzar su vida, en tratar de darle la estructura de valores que, como decía el 
doctor Van Rompaey, probablemente en su entorno o en su familia no se le dio. 


Tenemos situaciones donde, además de la pasta base y el origen social, no hay un medio 
adecuado para reinsertar a este menor, sino que se lo devuelve a la misma situación social que lo llevó 
a la infracción. Estamos reiterando el ciclo y no contribuimos a la rehabilitación. Entonces, todos los 
esfuerzos deben ser dirigidos a tener establecimientos de contención adecuados y equipos 
multidisciplinarios que efectivamente puedan propender a la rehabilitación. Esto es más difícil que 
legislar porque requiere, como ustedes lo saben mejor que yo, fondos presupuestales y todo un trabajo 
a mediano y largo plazo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los invitados a esta Comisión. Las 
apreciaciones vertidas serán elementos muy importantes para el trabajo que tenemos que terminar en 
una semana en esta Comisión. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 18) 
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